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Resolución

 
Número: 
 

 
Referencia: EX-2021-17430439- -APN-DNAIP#AAIP_Reclamo Yacono C/Ministerio de Salud

 

VISTO el EX-2021-17430439-   -APN-DNAIP#AAIP, la Ley N° 27.275, los Decretos Nros. 206 del 27 de marzo de 2017 
y 1012 del 16 de diciembre del 2020, la Resolución N° 30 del 14 de mayo del 2018, y

CONSIDERANDO:

Que por las actuaciones de referencia tramita un reclamo por presunto incumplimiento de la Ley N° 27.275 interpuesto 
por el señor Bruno Esteban YACONO ALARCÓN contra el MINISTERIO DE SALUD (MS).

Que la Ley Nº 27.275 tiene por objeto garantizar el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información pública, 
promover la participación ciudadana y la transparencia de la gestión pública (artículo 1°).

Que por el artículo 19 de la referida ley se creó la AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA (AAIP) 
como ente autárquico con autonomía funcional en el ámbito de la JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS -
PODER EJECUTIVO DE LA NACIÓN-, con el objeto de velar por el cumplimiento de los principios y procedimientos 
establecidos en la Ley N° 27.275, garantizar el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información pública, 
promover medidas de transparencia activa y actuar como Autoridad de Aplicación de la Ley de Protección de Datos 
Personales N° 25.326.

Que el 2 de febrero de 2021 el señor YACONO ALARCÓN realizó una solicitud de acceso a la información ante el MS 
mediante la cual requirió en relación a la vacuna Sputnik V:  “-Cantidad de dosis Sputnik V que la Argentina recibirá de 
la Federación Rusa. -Costo/precio que el Gobierno Nacional/Ministerio de Salud de la Nación pagó por cada una de 
esas dosis. -Brinde detalles respecto a la forma de pago de las dosis acordadas con Rusia. -Entregue el contrato 
celebrado entre el Gobierno Nacional/Ministerio de Salud de la Nación con la Federación Rusa por la provisión de 
vacunas Sputnik V contra el coronavirus”,  que dio trámite al EX-2021-09372273- -APN-DNAIP#AAIP.

Que en respuesta, el 25 de febrero de 2021, el MS notificó al señor YACONO ALARCÓN las NO-2021-11054869-APN-
DGPFE#MS; NO-2021-11258928-APN-DCYC#MS y NO-2021-16822199-APN-SSGA#MS.

Que en la NO-2021-11258928-APN-DCYC#MS, emitida por la Dirección de Compras y Contrataciones, se informó que 
no obra en poder de la mencionada Dirección información relativa a "cantidad de dosis Sputnik V que la Argentina 
recibirá de la Federación Rusa. Costo/precio que el Gobierno Nacional/Ministerio de Salud de la Nación pagó por cada 



una de esas dosis. (...) detalles respecto a la forma de pago de las dosis acordadas con Rusia".

Que respecto al contrato celebrado entre el Estado argentino con la Federación Rusa por la provisión de vacunas Sputnik 
V informó: “el acuerdo con LIMITED LIABILITY COMPANY “HUMAN VACCINE” fue suscripto en el marco de la Ley 
27.573, acordando la República Argentina cláusulas de confidencialidad, dentro de las facultades que otorga la ley 
supra mencionada. La confidencialidad de las actuaciones generadas a los fines de la provisión de las vacunas 
destinadas a adquirir inmunidad contra el Covid-19, lo ha sido bajo la facultad establecida a favor del Poder Ejecutivo 
en los términos de la Ley 27573, artículo 4° segundo párrafo, y en un todo de acuerdo a lo prescripto por el art. 5° que 
habilitó la incorporación de otras cláusulas acordes al mercado internacional”.

Que por otro lado, en la NO-2021-16822199-APN-SSGA#MS, emitida desde la Subsecretaría de Gestión Administrativa, 
se informó la cantidad de dosis de la vacuna Sputnik V compradas por el Estado argentino, el precio por dosis, la cantidad 
de personas que pueden ser vacunadas en base a la compra total de las dosis, el precio total en millones, los costos 
adicionales, el costo total, las condiciones de entrega y la indemnidad.

Que en disconformidad con la respuesta obtenida, el 28 de febrero de 2021, el señor YACONO ALARCON presentó un 
reclamo ante esta AAIP que tramita por las actuaciones de referencia.

Que en dicha oportunidad, fundamentó su reclamo en que no se le brindó detalle sobre la forma de pago de la vacuna 
Sputnik V, no se le entregó el contrato celebrado entre Estado argentino con la Federación Rusa sobre la mencionada 
vacuna y sobre los “costos adicionales”, no se especificó en qué se originaron.

Que en función de ello y en cumplimiento de la Resolución AAIP N° 4-E, esta AAIP solicitó al MS, mediante NO-2021-
17637668-APN-DPIP#AAIP, la remisión de los antecedentes del caso y toda otra documentación y/o información que se 
considerase relevante para la  resolución del reclamo.

Que en respuesta, por NO-2021-22954214-APN-DNDPP#MS, el MS informó haber ampliado la respuesta sobre los 
puntos solicitados por el señor YACONO ALARCÓN mediante NO-2021-22944814-APN-SSGA#MS.

Que indicó que sobre la forma de pago de las dosis en cuestión: “el pago de las vacunas se produce contra la liberación y 
entrega efectiva de los lotes de mercadería, todo ello en consonancia con lo comunicado mediante NO-2021-22810915-
APN-DTYC#MS”.

Que en relación con ello, mediante NO-2021-22810915-APN-DTYC#MS se amplió la respuesta e informó que “...la 
DTYC en ocasión del pago a Proveedores cumple la normativa vigente establecida por el órgano rector de la 
administración financiera del sector público nacional en materia de pago. Para ello se generan las pertinentes orden de 
pago en el sistema contable habilitado (SIDIF). En este caso y por tratarse de beneficiarios del exterior, además se 
utiliza la plataforma WEBCOMEX NACIÓN para concluir el proceso”.

Que por otro lado, respecto a los costos adicionales a los que hizo referencia el MS en el marco de la solicitud, informó: 
“...son aproximados y surgen del contrato de provisión de las vacunas y contemplan costos de transporte y distribución a 
las provincias, estimados en un 12,5% del valor de la mercadería. En dichos costos de transporte se encuentra 
comprendido desde el retiro, costos de forwarder, tasas aduaneras y/o aeroportuarias, seguro y descarga. En los costos 
de distribución, se da lo propio para: almacenamiento, distribución, jeringas, agujas, descartadores, heladeras y carnets 
de vacunación”.

Que finalmente, respecto del contrato celebrado entre el Estado argentino y la Federación Rusa para el suministro de la 
vacuna Sputnik V sostuvo: “...la Ley de Vacunas Destinadas a Generar Inmunidad Adquirida contra el COVID-19 N° 
27.573 que declara de interés público la investigación, desarrollo, fabricación y adquisición de las vacunas destinadas a 
generar inmunidad adquirida contra el COVID-19 (art. 1°) y faculta al Poder Ejecutivo nacional, a través del Ministerio 
de Salud a incluir en los contratos que celebre y en la documentación complementaria para la adquisición de vacunas 



destinadas a generar inmunidad adquirida contra la COVID-19 cláusulas o acuerdos de confidencialidad acordes al 
mercado internacional de las vacunas destinadas a generar inmunidad adquirida contra la COVID-19, de conformidad 
con las leyes 27.275, de Acceso a la Información Pública, 26.529, de Derechos del Paciente, y normas concordantes, 
complementarias y modificatorias (art. 4°). A su vez el artículo 5 faculta al PODER EJECUTIVO NACIONAL a través de 
este Ministerio, a “suscribir, en los contratos que celebre conforme el procedimiento regulado en la presente ley, todos 
los actos administrativos previos y posteriores tendientes al efectivo cumplimiento de éstos, a modificar sus términos, y a 
incluir otras cláusulas acordes al mercado internacional de la vacuna para la prevención de la enfermedad COVID-19, 
con el objeto de efectuar la adquisición de las mismas”.

Que asimismo, informó: “...el contrato, celebrado entre esta Cartera Sanitaria y LIMITED LIABILITY COMPANY 
HUMAN VACCINE, contiene cláusulas de confidencialidad que abarcan la totalidad de sus términos, ello de 
conformidad con la Ley N° 27.573. Al respecto, se ratifica en forma expresa que el referido contrato tramitó, a través del 
expediente: EX-2020-77433784-APN-SSGA#MS y fue suscripto con LIMITED LIABILITY COMPANY HUMAN 
VACCINE en fecha 9 de diciembre de 2020. En relación a ello, es dable referir que a efectos de garantizar la 
confidencialidad de dicha tramitaciones y de los consecuentes contratos celebrados, el mencionado expediente tramitó en 
el Sistema de Gestión Documental Electrónica (GDE) con carácter reservado, previa emisión de la Disposición N° 
475/20 de la Subsecretaría de Gestión Administrativa”.

Que en ese sentido dijo: “poner a disposición del solicitante el contrato requerido implicaría la violación de la cláusula 
de confidencialidad que integra el mismo, con el consecuente incumplimiento por parte del Estado Nacional de convenios 
celebrados al amparo de la normativa vigente, comprometiendo de este modo no solo la responsabilidad internacional 
del Estado, sino que además se pondría en grave riesgo la provisión de vacunas. En efecto, el perjuicio que acarrearía 
admitir la solicitud del interesado debe ser analizado desde un doble aspecto, cuya implicancia excede ampliamente los 
intereses de los proveedores, si no que repercute en los intereses de la Nación toda”.

Que con respecto a los perjuicios a los cuales se expondría el Estado argentino al brindar el contrato en cuestión dijo: “El 
primero de ellos, vinculado con la responsabilidad del Estado Nacional por el incumplimiento del contrato celebrado, 
por el cual debería responder. El otro, más grave aún, está dado no sólo por el riesgo de que la contraparte afectada 
interrumpa la provisión de las vacunas objeto de tales contratos, sino que tal circunstancia podría perjudicar la 
celebración de nuevos contratos para futuras adquisiciones. Lo expuesto implicaría un grave retroceso para nuestro país 
en la lucha contra la pandemia ocasionada por el COVID-19, poniendo en peligro la salud y la vida de los y las 
habitantes del mismo”.

Que asimismo, agregó: “En definitiva, sin dejar de reconocer el principio por el cual los actos del Gobierno se presumen 
públicos, se advierte que existen diversos intereses en juego, entre los cuales deben primar aquellos vinculados al 
derecho a la salud y a la vida de todos los habitantes de la Nación. Lo expuesto implica que el daño que podría 
producirse es superior al interés público comprometido en la publicidad de la información”.

Que en relación a las excepciones dispuestas en el artículo 8° de la Ley N° 27.275 sostuvo: “La situación expuesta 
constituye una excepción taxativamente prevista en la normativa vigente aplicable, por cuanto en el caso se verifica la 
existencia de excepciones al derecho de acceso a la información pública previstos en el artículo 8° incisos c) y d) de la 
Ley N° 27.275 y más aún, enmarcada en el artículo 4° de la Ley especial N° 27.573 que expresamente permite la 
introducción de tales cláusulas”.

Que por último expresó: “En cuanto a los alcances de la confidencialidad, se reitera, conforme surge de la Resolución 
N° 1/21 emitida por la Subsecretaría de Gestión Administrativa de este Ministerio, que abarca a la totalidad de los 
contratos, por lo qué  nada puede revelarse a su respecto. Es por lo expuesto que resulta materialmente imposible 
publicar o dar a conocer los contratos con sus correspondientes tachaduras”.

Que a partir de lo señalado precedentemente le corresponde a esta AAIP resolver el alcance de las respuestas brindadas 



por el sujeto obligado.

Que en primer lugar se debe dejar en resalto que en lo que refiere a los puntos solicitados por el señor YACONO 
ALARCÓN y de las respuestas brindadas por el sujeto obligado, surge que se informó la cantidad de dosis de la vacuna 
Sputnik V que recibirá Argentina, el precio de cada una de ellas, la forma de pago que realizó el Estado argentino y las 
aclaraciones pertinentes relacionadas a los costos adicionales.

Que ahora bien, corresponde expedirse respecto a la solicitud del contrato celebrado entre el Estado argentino y la 
Federación Rusa para el suministro de la vacuna Sputnik V.

Que es oportuno recordar que por RESOL-2021-632-APN-MS del 10 de febrero de 2021, el MS delegó en el titular de la 
Subsecretaría de Gestión Administrativa la facultad de denegar información de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 13 del Decreto N° 206/17.

Que atento a ello, es importante resaltar que en el marco de la solicitud, fue la Dirección de Compras y Contrataciones del 
MS la que denegó el contrato solicitado a pesar de no contar con la facultad para denegar información pública, siendo que 
es la Subsecretaría de Gestión Administrativa quien sí tiene la facultad para hacerlo conforme la RESOL-2021-632-APN-
MS.

Que si bien esta acción fue posteriormente subsanada en el marco del reclamo por el Subsecretario de Gestión 
Administrativa, que además entregó parte de la información, resulta necesario llamar la atención sobre este punto porque 
la normativa es clara en cuanto a quienes son las autoridades que pueden denegar información pública, en tanto la 
denegatoria siempre es una excepción.

Que con respecto a Ley N° 27.573 de vacunas destinada a generar la inmunidad adquirida contra el COVID-19, el 
segundo párrafo de su artículo 4 faculta al MS “...a incluir cláusulas o acuerdos de confidencialidad acordes al mercado 
internacional de las vacunas destinadas a generar inmunidad adquirida contra la COVID-19, de conformidad con las 
leyes 27.275, de Acceso a la Información Pública, 26.529, de Derechos del Paciente, y normas concordantes, 
complementarias y modificatorias”.

Que a su vez el artículo 5 faculta al sujeto obligado “...a suscribir, en los contratos que celebre conforme el 
procedimiento regulado en la presente ley, todos los actos administrativos previos y posteriores tendientes al efectivo 
cumplimiento de éstos, a modificar sus términos, y a incluir otras cláusulas acordes al mercado internacional de la 
vacuna para la prevención de la enfermedad COVID-19, con el objeto de efectuar la adquisición de las mismas”.

Que no escapa a esta AAIP que la normativa mencionada faculta al MS a incluir cláusulas o acuerdos de confidencialidad 
en los contratos y/o convenios que lleve a cabo el Estado argentino con potenciales países y/o laboratorios para las 
vacunas destinadas a generar inmunidad contra la COVID-19.

Que asimismo, esta AAIP entiende que el MS, como órgano especializado en el tema, incluya cláusulas de 
confidencialidad en el contrato en cuestión. Sin embargo, ello no quiere decir que sea admisible que la totalidad del 
contrato sea confidencial toda vez que va contra las buenas prácticas de transparencia y acceso a la información.

Que una respuesta armoniosa y respetuosa de lo dispuesto por la Ley N° 27.573 y la Ley N° 27.275 hubiese dispuesto la 
tacha de aquellas cláusulas confidenciales y, al menos,  la entrega de la documentación con información -fecha, lugar, 
funcionario/a firmante, al menos- que a todas luces debería ser pública.

Que asimismo, de haber cláusulas de confidencialidad -algunas o todas- el sujeto obligado debió expedirse informando 
cuales son aquellas establecidas en los convenios solicitados, sobre qué bases se apoyaron para su configuración cómo 
cláusulas confidenciales y sobre qué versan las mismas.



Que la pandemia producida por la COVID-19 a nivel mundial y la importancia que adquirió la producción y provisión de 
vacunas para limitar la circulación del virus, no permite dudar sobre la relevancia pública y el interés comprometido sobre 
la información solicitada, y que su divulgación es a priori, superior al supuesto daño.

Que en ese sentido, esta AAIP entiende que en futuros contratos y/o convenios relacionados a las vacunas para generar 
inmunidad contra la COVID-19, debe haber por parte del sujeto obligado, una mayor atención a las disposiciones de la 
mencionada normativa.

Que ello debido a que más allá de que el contrato en cuestión o demás contratos celebrados, sea una cuestión delicada, 
vinculada a diversos temas de competitividad en el mercado internacional, no debe escapar la relevancia que tiene en la 
sociedad la publicidad de aquellos o demostrar la existencia de los mismos.

Que la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en un caso asimilable dejó sentado “Tampoco aparece como suficiente 
para tener por cumplidos los recaudos señalados en los considerandos que anteceden la afirmación de que difundir 
información confidencial puede afectar el  desarrollo de  los contratos petroleros pues ello no alcanza para explicar las 
razones por las que su revelación podría afectar un interés aquellos protegidos por el artículo 16, Anexo VII, del decreto 
1172/03 y  el  artículo 7° de  la  ley 25.831.” (Caso Giustiniani, Rubén Héctor c/ Y.P.F. S.A. s/ Amparo por mora, Corte 
Suprema de Justicia de la Nación, Sentencia 10 de noviembre de 2015, Considerando 27, segundo párrafo)

Que si las condiciones impuestas por la contraparte para la firma de los convenios para la compra y provisión de vacunas 
contra la COVID-19 incluían que dichos acuerdos fueran en su totalidad confidenciales, el Estado argentino convalidó la 
restricción de un derecho humano previsto en tratados internacionales, en nuestra Constitución Nacional y en la normativa 
local.

Que también sostuvo la CSJN, en el fallo previamente citado “No corresponde entonces dar intervención en  el marco de  
la presente causa a un  tercero que ninguna alegación podría formular en un pleito en el que, en definitiva, se debate el 
derecho de una persona a acceder a información de interés público. Máxime cuando ese tercero, al momento de  
suscribir el  contrato materia de la litis, conocía, o cuanto menos debió conocer, el régimen de publicidad al que se 
encontraba sometida la actuación de la sociedad con la que concluyó el negocio jurídico.” (Caso Giustiniani, Rubén 
Héctor c/ Y.P.F. S.A. s/ Amparo por mora, Corte Suprema de Justicia de la Nación, Sentencia 10 de noviembre de 2015, 
Considerando 29, tercer párrafo).

Que este marco normativo incluye por supuesto -en el caso que esta resolución analiza- la Ley N° 27.573 pero también y 
sobre todo, la Ley N° 27.275, como la propia Constitución Nacional.

Que más allá que el MS entienda que la totalidad del contrato es confidencial y por ende resulte “materialmente 
imposible” su publicidad con tachas, la entrega con tachas no implica una vulneración a su contenido, pero sí una prueba 
de su existencia y de la entrega de la información no alcanzada por la confidencialidad.

Que esta AAIP ya ha sostenido esta postura en un caso de similares características en la RESOL-2019-64-APN-AAIP, y 
también en RESOL-2020-197-APN-AAIP y RESOL-2020-217-APN-AAIP donde se abordó la relevancia de la 
documentación pública, los expedientes, su existencia y la entrega disociada de información.

Que ahora bien, corresponde a su vez expedirse respecto a las excepciones de los incisos c) y d) invocadas por el MS.

Que el artículo 8 establece: “Los sujetos obligados sólo podrán exceptuarse de proveer la información cuando se 
configure alguno de los siguientes supuestos: c) Secretos industriales, comerciales, financieros, científicos, técnicos o 
tecnológicos cuya revelación pudiera perjudicar el nivel de competitividad o lesionar los intereses del sujeto obligado; d) 
Información que comprometa los derechos o intereses legítimos de un tercero obtenida en carácter confidencial”.

Que respecto al inciso c), como ya fuera dicho por esta AAIP en la Resolución AAIP Nº 13 del 17 de febrero de 2021, no 



es aplicable esta excepción ya que no pueden perjudicarse los niveles de competitividad o lesionar intereses del sujeto 
obligado, en tanto es un ministerio del Poder Ejecutivo, el cual no participa en mercados competitivos ni tiene intereses 
particulares. Sus intereses son los de la Nación y los de los y las ciudadanos/as, por lo que lo que hubiese correspondido -
como ya fue manifestado- era la realización de una prueba de daño al interés general y no interponer intereses del MS.

Que a mayor abundamiento, el MS se limita únicamente a firmar acuerdos con potenciales países y/o laboratorios quienes 
suministran la información referida a las vacunas que generan inmunidad contra la COVID-19, y como consecuencia, 
ellos serían quienes podrían llegar a tener un perjuicio en el nivel de competitividad o lesión a sus intereses.

Que en relación a la excepción del inciso d), efectivamente el MS obtuvo información de terceros en carácter 
confidencial. Sin embargo, no puede ser analizada de manera aislada, en tanto esta AAIP no cuestiona que existan 
intereses de terceros obtenidos en carácter confidencial -tal como expresa el inciso de la Ley- sino que no todo el contrato 
contiene cláusulas confidenciales y que las que no lo son no lesionan ni deberían lesionar los intereses de las partes 
signatarias del contrato.

Que por otra parte, ninguna información es confidencial de manera perpetua. El MS debería establecer plazos para la 
desclasificación de la información siguiendo prácticas internacionales de acceso a la información pública.

Que en consecuencia, por todo lo expuesto, corresponde hacer lugar parcial al reclamo formulado por el señor Bruno 
Esteban YACONO ALARCON intimando al MINISTERIO DE SALUD para que entregue la información oportunamente 
solicitada y, en caso de ser necesario, utilice técnicas de disociación en aquellas cláusulas confidenciales, previo a 
explicar en qué base se apoyó para establecer las mismas.

Que la Dirección Nacional de Acceso a la Información Pública y la Coordinación de Asuntos Jurídicos de la AGENCIA 
DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA tomaron la intervención que les compete.

Que ante la ausencia del titular de la AAIP y a los efectos de garantizar el normal desenvolvimiento del organismo, de 
conformidad con lo dispuesto por la Resolución AAIP N° 30 del 14 de mayo de 2018, se ha encomendado la atención del 
despacho y la resolución de los asuntos concernientes a la competencia del titular de la AGENCIA DE ACCESO A LA 
INFORMACIÓN PÚBLICA, en el señor Director Nacional de Protección de Datos Personales, Dr. Eduardo Hernán 
CIMATO, delegándose la firma correspondiente.

Que la presente se dicta en uso de las facultades conferidas por los artículos 17 y 24 de la Ley N° 27.275, y 
complementarios.

Por ello,

EL DIRECTOR NACIONAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES

DE LA AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA RESUELVE:

 

ARTÍCULO 1º.- Hácese lugar parcial al reclamo interpuesto por el señor Bruno Esteban YACONO ALARCON contra el 
MINISTERIO DE SALUD en lo que refiere a la solicitud de información pública presentada..

ARTÍCULO 2°. - Intímase al MINISTERIO DE SALUD para que en el plazo de diez (10) días hábiles ponga a 
disposición del interesado la información oportunamente solicitada, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 17, inciso 
b) de la Ley N° 27.275,  utilizando técnicas de disociación en caso de ser necesario

ARTÍCULO 3º.- Hácese saber al MINISTERIO DE SALUD que deberá comunicar a esta AGENCIA DE ACCESO A 



LA INFORMACIÓN PÚBLICA el cumplimiento de lo resuelto en el artículo 2°.

ARTÍCULO 4°.- Comuníquese, y oportunamente, archívese.
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